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PRESIDE: — Señor Representante Esteban Pérez. 
MIEMBRO: Señor Representante José Luis Blasina. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Daniel Mañana. 

SECTOR: 

INVITADOS: Por ONAJPU señores Ángel Muñoz, Presidente; Waldemar González, Vicepresidente; Sixto 
Amaro, Secretario General; Liubo Jutronich, Secretario de Prensa y Manuel J. Vilar, 
Secretario; y señoras doctora Miriam Cirizola, Secretaria de Salud y Mirna Martirena, 
suplente en el Directorio del BPS. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de ONAJPU, integrada por el Presidente, señor Ángel Muñoz; 
el Vicepresidente, señor Waldemar González; el Secretario General, señor Sixto Amaro; la Secretaria de 
Salud, doctora Miriam Cirizola; la suplenta del Directorio del Banco de Previsión Social, doctora Mirna 
Martirena; el Secretario de Prensa, señor Liubo Jutronich; y el Secretario, señor Manuel Vilar. 


Quiero informarles que el señor Diputado Bianchi faltó con aviso por sucesos muy graves ocurridos en 
Colonia, y que el señor Diputado Pablo Abdala está en Chile por trabajo. Estamos presentes el señor 
Diputado Mañana, el señor Diputado Blasina y quien les habla. 


SEÑOR MUÑOZ.- Agradezco a la Comisión por habernos recibido. 
Las inquietudes que tenemos como jubilados y pensionistas ya son de público conocimiento. Ustedes 


tuvieron la oportunidad de visitarnos cuando se realizó el encuentro. Nuestro planteamiento ahora es insistir 
sobre aquella plataforma a la que hicimos referencia en el encuentro del 6 de marzo. 


Vamos a dejar documentación en poder de la Comisión a los efectos de que cada integrante de la Comisión la 
estudie. 


SEÑOR AMARO.- Agradecemos por habernos recibido en el día de hoy. 


El propósito de la Organización Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del Uruguay es reiterar 
un programa reivindicativo. Desde hace algún tiempo nosotros venimos recorriendo diferentes caminos para 
encontrar una solución. Es clarísimo que el plazo que tenemos es relativamente corto, considerando que el 1* 
de noviembre de 2008 comienza un período preelectoral, lo que implica que de acuerdo con la legislación 
vigente, a partir de esa fecha, entre otras cosas, no podrán emitirse decretos del Poder Ejecutivo o 
promulgarse leyes del Poder Legislativo vinculadas con nuevos beneficios destinados a la seguridad social. 


Más allá de que todo el andamiaje de la seguridad social, incluidos los ajustes para jubilados y pensionistas, 
va a seguir funcionando como hasta ahora, el comienzo del año preelectoral, a nosotros, como organización 
nacional, nos exige un dinamismo mayor en nuestra actividad. Queda clarísimo que para nosotros el 31 de 
octubre no es un muro que detenga el planteamiento de nuestros objetivos, ni es el final de ninguna etapa, 
porque si lográramos todo lo que estamos planteando tendríamos que cerrar las puertas de ONAJPU ya que 
no funcionarían los organismos que estarían en condiciones de atender nuestros reclamos, y si no logramos 
ninguno, estaríamos ante un fracaso que no habría forma de revertir. Nosotros jamás abordamos la política de 
ONAJPU con esta visión de que las cosas pueden ser blancas o negras, sino que en un marco de diálogo y de 
entendimiento reiteramos el primer planteamiento: la jubilación mínima. 


El Poder Ejecutivo determinó que a partir del 1” de enero de 2008 la jubilación mínima se establece en una 
Base de Prestación Contributiva, y es de $ 1.775. Nos parece innecesario argumentar a favor de que debe 
atenderse el reclamo de ONAJPU en cuanto a que tengamos dos Bases de Prestaciones Contributivas -o sea, 
más de tres mil quinientos pesos-, a los efectos de que esa base luego nos permita acercarnos a prestaciones 
que mínimamente resuelvan la vida de hogares de mujeres y hombres que aportaron al Banco de Previsión 
Social durante treinta años o más. En este marco, ¿qué nos ha planteado el Gobierno? Que a partir del lo. de 
julio habrá un 25% de aumento para las jubilaciones mínimas. Esto quiere decir que a partir del lo. de julio la 
jubilación mínima sería de $ 2.225. Esto, que consideramos un avance, igualmente es insuficiente. Lo 
decimos sin la necesidad obvia de argumentar a favor de que no hay ninguna familia que pueda subsistir con 
estos ingresos. 


Hemos dicho -es bueno reiterarlo hoy- que no solamente el Parlamento o el Poder Ejecutivo actual no da 
soluciones a estos temas, sino que la sociedad ha marginado a este grupo de jubilados y pensionistas - 
alrededor de siete mil- de tal forma que no tienen la más mínima posibilidad de ingresar a ningún estamento 
por bajo que sea, en cuanto a participar en el ámbito cultural o de tener una alimentación apropiada. 
Reiteramos que nuestro propósito es que la jubilación mínima se establezca en dos Bases de Prestaciones 
Contributivas. 


Un segundo tema vinculado a la preocupación principal de ONAJPU refiere a ayudar a mejorar a los 
jubilados y pensionistas de menores ingresos. Estamos reclamando aumentos diferenciales e independientes 
de lo que marque el Índice Medio de Salarios para 146.800 jubilados que ganan entre $ 1.775 y $ 5.325, es 
decir, aquellos que ganan entre una y tres Bases de Prestaciones Contributivas. Nosotros valoramos los 
esfuerzos realizados por el Poder Ejecutivo y sabemos que en 2006 y comienzos de 2007 se ha dado un 6% 
de aumento diferencial. Además, en 2008, se dio un 3% más de aumento, o sea, un 9% que, de acuerdo con 
las prestaciones que recibe este sector -más allá de su importancia-, significativamente no ayuda a mejorar 
sus ingresos de manera sustancial para resolver los problemas que planteábamos. Por ello decimos que en 
este 2008, para este sector reclamamos un 10% de aumento adicional. Este aumento diferencial ayudaría a 
que estos sectores efectivamente pudieran tener un ingreso más decoroso. 


De todos modos, además de esos 146.800 jubilados hay 51.000 pensionistas por sobrevivencia -es decir, las o 
los causahabientes- que ganan menos de $ 1.775. Para ellos también reclamamos este 10% de aumento 
diferencial. De igual manera, hay 58.000 pensionistas más por sobrevivencia que perciben entre una y tres 
Bases de Prestaciones Contributivas. 


Para este aumento adicional, que ha sido una de las iniciativas llevadas a cabo por el Poder Ejecutivo, en este 
2008 planteamos un aumento que llegue al 10% para quienes ganen hasta tres BPC y un 5% para quienes 


ganen entre cinco y seis BPC. 


Queremos volver a reclamar -quizás, lo hagamos por enésima vez-: el cobro de una retribución especial de 
fin de año. 


Recuerdo que en años anteriores -estaba presente el Diputado Blasina- trajimos un proyecto de ley -del cual 
participó el doctor De los Campos asesorando a ONAJPU-, por el que se establecía que sobre la base de un 
impuesto perentorio a cigarrillos y alcoholes se podía resolver el monto del pago de esa retribución especial. 
ONAJPU presentó dicho proyecto tratando de contribuir a resolver el punto, pero lamentablemente, en 
aquellos años -hablamos de 2004-, ese anteproyecto ni siquiera fue considerado por el Parlamento. 


Nosotros seguimos reclamando el pago de tres UR de retribución especial de fin de año para todos los 
jubilados y pensionistas que dependemos del Banco de Previsión Social. De acuerdo con el valor de la unidad 
reajustable, estamos hablando de una retribución especial de alrededor de $ 1.082 para fin de año. 


En el marco de un dinamismo que apunta a resolver las reivindicaciones más sentidas de los jubilados y 
pensionistas, está la modificación de la Ley_N” 16.903, decisión adoptada por los últimos congresos 
nacionales de nuestra Organización. Dicha ley establece que en el año móvil anterior debe llegarse por lo 
menos a un 10% del IPC, para que en el año móvil posterior los aumentos se produzcan en forma semestral. 
Si no se llega a ese 10% en el IPC, el Poder Ejecutivo tiene la obligación de aplicar ajustes o aumentos 
anuales a jubilados y pensionistas. Es lo que viene sucediendo en los últimos años y es lo que pasó en 2007, 
comienzos de 2008. Escuchando lo que se dice acerca del programa económico del Gobierno, no se va a 
llegar al 10%. Para la economía en general, para los jubilados y pensionistas, es bueno que no se desate la 
inflación. Sin embargo, al no llegarse a un 10% -como está establecido en los planes- los jubilados 
volveremos a tener aumentos anuales. 


¿Por qué nosotros reclamamos aumentos semestrales? Por una razón bastante sencilla. Si bien es cierto que 
hace muchos años que no se produce un 13% de aumento para nuestro sector, también es cierto que hay un 
8,5% de inflación, de IPC. Entonces, en este año, nosotros que logramos ese aumento tan importante -y vale 
decirlo: por el funcionamiento de los Consejos de Salarios y, principalmente, por la acción del movimiento 
sindical organizado en las filiales del PITCNT, tan bienvenido para jubilados y pensionistas -porque gracias 
a Dios, por decirlo de alguna manera, nuestra suerte va atada al destino de los trabajadores- ese 4,5% de 
recuperación de nuestro poder adquisitivo comienza a diluirse. Ya en enero y en febrero el IPC supera el 1%. 
Luego, en los siguientes meses, marzo, abril, mayo, en junio esa recuperación estará siendo absorbida por la 
inflación, y desde junio a diciembre seguimos perdiendo poder adquisitivo, recayendo sobre nuestra espalda 
una parte de esa inflación que naturalmente va a impactar en el conjunto del pueblo uruguayo y también en 
nuestro sector. O sea que llegaremos a fin de año perdiendo algún punto en el poder adquisitivo. Luego, 
tendremos un aumento importante, porque enero ya mostró que el Indice Medio de Salarios está en 6,84%, y 
comenzaremos esa carrera del burro detrás de la zanahoria: en junio nos impactarán nuevamente, en 
diciembre lo resolveremos. Así seguiremos eternamente perdiendo poder adquisitivo durante seis meses del 
año. Si lográramos establecer un aumento a partir del lo. de enero y otro a partir del lo. de julio, de acuerdo 
con el Indice Medio de Salarios, sería exactamente al revés porque, sin duda, el Indice Medio de Salarios al 
30 de junio estará por encima del IPC, y nosotros reafirmaremos el poder adquisitivo perdido, siendo la 
inflación la que correrá detrás de los puntos que ganamos de recuperación. Lo mismo ocurriría en enero de 
cada año. Invertiríamos esa carrera nuestra de ir perdiendo poder adquisitivo por ir recuperando poder 
adquisitivo. Y aquí todos sabemos que en el período comprendido entre 1999 y 2005 esa pérdida llegó casi al 
orden del 30%. 


Nosotros ya estamos planteando la modificación de los artículos 1” y 2” de la Ley N” 16.903. Y en esto, sin 
duda, esta Comisión puede jugar un papel principal que nos ayude a recorrer esos caminos. 


Por otra parte, como todos sabemos, el Acto N? 9, dictado durante la dictadura, eliminó la prima por edad 
para las personas mayores de 70 años, y no fue resuelto por los sectores democráticos, por los Gobiernos 
democráticos de Uruguay, por más de 20 años. En la actualidad se ha votado una ley distinta a la del año 
1961 que plantea dar esa prima por edad a los mayores de 70 años en cuyo hogar el ingreso per capita sea 
inferior a tres Bases de Prestaciones Contributivas. En caso de que tengan más de 70 años de edad y en ese 
hogar el ingreso sea menor a las tres Bases de Prestaciones Contributivas, en un período de cinco años se le 
irá aportando para llegar a 2010 con el cobro total de la prima por edad, establecida por aquella ley de 1961. 
Lo mismo se plantea para las personas mayores de 80 años de edad que ganan menos de tres Bases de 


Prestaciones Contributivas y en su hogar el ingreso per capita es inferior a las tres Bases de Prestaciones 
Contributivas. A quienes ya tienen más de 80 años de edad el periplo no será de cinco años para arribar al 
monto total sino de tres años. Esto crea un grupo de mayores de 70 años de edad dividido casi en cinco 
partes: los acogidos a la Ley de 1961 que siguen cobrando la prima por edad en su totalidad; los mayores de 
70 años que ganan menos de tres Bases de Prestaciones Contributivas y cumplen los demás requisitos 
cobrando la prima por edad en un periplo de cinco años; los mayores de 80 años de edad, en un plazo menor 
de tres años; y luego los de 70, 80 años de edad, o más años, y ganan $ 6.000 -o más- que no están 
comprendidos en los derechos que otorga esta ley que se votó. 


ONAJPU plantea el cobro de la prima por edad por parte de todos los mayores de 70 años, partiendo de la 
base de lo que el legislador planteó en el año 1961 porque los adultos mayores de 70 años de edad tenemos 
más gastos en atención, fundamentalmente de la salud. Asimismo, muchos somos autoválidos pero muchos 
no, y también las dificultades en la salud, en la alimentación y en la atención de las personas mayores de 70 
años amerita que se legisle para ellas con una prima por edad que fue otorgada en 1961 y de la que nosotros 
tenemos una alta valoración. 


Otro tema que queremos plantear es lo vinculado al IRPF. Ya desde hace dos Congresos de ONAJPU hemos 
decidido nuestros planteos sobre el tema. A partir de la discusión de la reforma tributaria hemos planteado 
que el mínimo imponible debe establecerse en 10 bases de prestación contributiva, y lo reiteramos. Si 
estuviera en los $ 17.775, sin la más mínima duda, el 95% de los jubilados y pensionistas que dependemos 
del BPS no recibiríamos el impacto del IRPF. Además, al elevarse el mínimo imponible, el impacto sobre 
aquel 5% sería mucho menor al que reciben ahora, ya que el 10%, el 15%, el 20% o el 25% es a partir de un 
mínimo imponible sobre las 5 bases de prestación contributiva más la base que hace a la atención de la salud. 


Venimos a reiterar este tema. En esto y en todos los aspectos fundamentales tenemos coincidencia con los 
compañeros del PIT-CNT, pero ONAJPU, por decisión de su XII Congreso reitera que se debe bregar porque 
el mínimo imponible para el IRPF para jubilados y pensionistas se establezca en 10 bases de prestación 
contributiva. 


Queremos traer otro tema a consideración de esta Comisión con una enorme preocupación. La reforma 
tributaria establece que se aplicará -y se aplica- un 12% a aquellos que reciben las prestaciones, en este caso 
jubilatorias, en el exterior del país. Nosotros hemos recibido decenas y decenas de llamadas desde Argentina 
en las que se nos plantea, por ejemplo, que a alguien que gana $ 2.000 por mes de jubilación le descuentan 

$ 240 pesos de IRPF. Otros ganan $ 3.000, otros menos de $ 2.000, otros, $ 5.000; no hay mínimo imponible 
para aquellas prestaciones que se cobran fuera de frontera. 


Nos dicen que hay 400.000 uruguayos viviendo en Argentina, entre ellos, una comunidad de jubilados muy 
importante; que no es posible que se les quite, a veces, un 15% de lo que cobran. Nosotros creemos que este 
tema debe tener una consideración especial y que la próxima Rendición de Cuentas debe anular ese 
descuento del 12% a los jubilados que cobran en el exterior. Ellos vendrán en una delegación a participar en 
una movilización que tenemos prevista para el día 9 de abril. Si es posible, o si tenemos oportunidad, 
trataremos de traerlos a la Comisión o de ponerlos en contacto con los Diputados que la integran en forma 
individual. 


No hay argumento que pueda sostener este impacto sobre las familias que reciben jubilaciones y pensiones de 
las más bajas, e inclusive, medias o del tenor que fuera. Todos sabemos que los jubilados y pensionistas que 
están en Argentina no se fueron a hacer dinero sino corridos por la crisis económica y financiera que vivió el 
país, o que en tiempos oscuros que vivió el Uruguay, durante el gobierno de facto, fueron arrojados a la 
República Argentina y establecieron allí sus hogares; sus hijos fueron enraizándose en esa sociedad y hoy no 
pueden volver a Uruguay. Y nosotros, más allá de esa condena de estar lejos del país, les vamos a aplicar el 
12% de IRPF, a jubilados que ganan $ 2.000 o $ 3.000. Nosotros apelamos a esta Comisión para que en la 
Rendición de Cuentas lleve la iniciativa para anular este impuesto. 


Con respecto a la Ley N* 16.713, hay dos o tres aspectos que son prioridad del programa reivindicativo de 
ONAJPU. Nosotros seguimos manteniendo nuestra posición de rechazo al sistema que crea esta ley, al 
sistema de la privatización del ahorro de los trabajadores, y seguimos creyendo que el mejor criterio para un 
sistema de jubilaciones y pensiones es el modelo estatal, solidario, intergeneracional y de reparto de las 
prestaciones sociales, o sea, el Banco de Previsión Social. Pero esta ley no solamente impulsó la 
privatización del ahorro de los trabajadores en este flagelo que son las AFAP. Aumentar la tasa de reemplazo 


es imprescindible en el marco del funcionamiento de esta ley. Actualmente, un trabajador, si tiene 35 años 
aportados y 60 años o más de edad se jubila con el 52% de lo que estaba cobrando. Es decir que si un 
trabajador gana $ 10.000 este mes y se jubila, al mes siguiente va a percibir $ 5.200. Quiere decir que es un 
sistema que perjudica notablemente al trabajador actual, que sigue en su puesto de trabajo con 60 o 65 años 
hasta que tenga fuerza porque su familia no puede percibir este impacto. Entre otras cosas, esto corta la 
posibilidad de que nuevos trabajadores se incorporen a la producción o a otras áreas del trabajo. Pero, 
fundamentalmente, perjudica, y de qué manera, a los trabajadores que en estos momentos están reclamando 
sus derechos jubilatorios. Nosotros planteamos modificar esa tasa de reemplazo. 


Lo mismo estamos planteando en el caso de flexibilizar el acceso a los derechos jubilatorios. Tenemos una 
comisión, que hemos dado en llamar la Comisión de los Cincuentones, que trabaja en ese tema y ha 
constatado que hay más de 10.000 trabajadores y ex trabajadores que por motivos que no son de su voluntad 
andan deambulando por ahí porque, por ejemplo, tienen 35 años de trabajo y 57 de edad, y no se pueden 
jubilar, o tienen 63 años de edad y 32 de trabajo. Pero en esta tarea que hacemos permanentemente con la 
gente tenemos casos de personas que han aportado 34 años y siete meses y 69 años de edad y no se pueden 
jubilar porque la ley dice que deben tener 60 años o más y 35 aportados o más, y no hay flexibilidad de 
ninguna clase. 


Entonces, el BPS no lo puede hacer, porque debe atenerse a lo que dice la ley, pero esta Comisión debería 
impulsar la flexibilidad en cuanto a los años de trabajo y de edad para que este sector, que hoy no consigue 
trabajo por la edad que tiene, y que tampoco puede jubilarse, pueda acceder a los derechos jubilatorios y así 
llevar paz a esas más de 10.000 familias que están deambulando en nuestro país. 


Quiero decir algo más, vinculado a la vivienda. 


Todas sabemos que hay un fondo de viviendas para jubilados y pensionistas -creado por una ley del año 
1986- que solo con el aporte de los jubilados alcanzó US$ 430:000.000. Ese montón de dinero fue 
administrado a veces por el Banco Hipotecario y por lo general por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Con US$ 430:000.000 se construyeron 5.600 casas. Algunas fueron bien 
construidas, otras medianamente y sobre otras -vale el ejemplo porque no son las únicas- hemos recibido 
denuncias, como es el caso de las viviendas construidas en la ciudad de Dolores. Con motivo de la reunión de 
la Regional oeste de ONAJPU recibimos la denuncia de los compañeros de Mercedes que nos dijeron que 
todas esas viviendas estaban inundadas. Es cierto que se estaba inundando casi toda la ciudad de Mercedes 
pero el drama es que cuando se estaban por construir nosotros dijimos que esa era una zona inundable. 
Ocurre que los titulares de las empresas constructoras eran "amigos de" o "correligionarios de" y tuvieron la 
posibilidad de que se les pagaran las viviendas y los terrenos donde se construyeron como si fuera Carrasco. 
Esa es una de las formas de la desprolijidad -por no usar otra palabra- de cómo se ha manejado ese dinero. 


El actual Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente está de acuerdo con que, 
debido a la complejidad de su funcionamiento y la independencia de nuestros aportes y del fondo para la 
construcción de viviendas, éste salga de la órbita del Ministerio y se instale una Comisión dependiente del 
Banco de Previsión Social -en la que participe un representante de ONAJPU- que administre los complejos 
ya construidos a los efectos de controlar, entre otras cosas, los intrusos. ¿Es posible que en 5.600 viviendas 
haya un 25% de intrusos? Han llegado de las más distintas formas. En algunos casos en los complejos 
quedaban ocho o diez viviendas que no se ocupaban y nadie sabía por qué; después, los "amigos de" o los 
"correligionarios de" ocupaban esas viviendas sin derecho a hacerlo. Otras veces, fallecían jubilados y los 
familiares se quedaban viviendo allí. Tenemos que desalojar esos intrusos porque esas viviendas tienen que 
ser para los jubilados. ¡Qué mejor que las administre el Banco de Previsión Social y que en la Comisión haya 
un delegado de ONAJPU! Discutimos esto con el Presidente de la República, el doctor Tabaré Vázquez, 
quien estuvo de acuerdo con esta transferencia. También conversamos con los Ministros de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas, 
quienes estuvieron de acuerdo. Es más, eso está firmado por el Presidente de la República y todos los 
Ministros. Entonces, nosotros creíamos que en tres meses el tema estaba resuelto. Sin embargo, desde mayo 
de 2007 está en el cajón de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado y nunca se 
consideró el tema. Nos preguntamos qué está pasando. Estamos sorprendidos ante esta situación porque, 
claramente, se podía haber enviado un mensaje a los jubilados y pensionistas en cuanto a que vamos en 
camino de resolver las desprolijidades y dificultades y lograr el buen uso de los fondos para construir 
viviendas. 


Sabemos que esto no pertenece al ámbito de esta Comisión, pero solicitamos a los legisladores que, en la 
medida de sus posibilidades, nos ayuden a que la Comisión del Senado discuta estos temas para que tomen el 
curso correspondiente a fin de ser aprobados y que este asunto de los complejos de viviendas para jubilados y 
pensionistas pueda estar en el marco del Banco de Previsión Social, con participación de nuestra 
organización. 


SEÑORA CIRIZOLA.- Soy Secretaria de Salud de ONAJPU. Por resolución del XII Congreso 
nosotros damos nuestro apoyo irrestricto al Sistema Nacional Integrado de Salud, en virtud de lo que 
significa para nuestra franja etaria, para la población en general y para nosotros en la prevención, 
promoción, asistencia y rehabilitación. 


Consideramos a la salud como un derecho social y a la protección de la salud como un derecho social 
fundamental. 


¿Qué ha pasado con los jubilados? Desde el año pasado, debido a un convenio entre el BPS, las instituciones 
de asistencia médica colectiva y ASSE y gracias a la ley de descentralización de ASSE conseguimos 
determinados logros: dos media órdenes mensuales, tres órdenes gratis de urgencia, emergencia y 
consultorio, una rutina semestral y una placa anual. Por primera vez, después de varias entrevistas en las que 
planteamos siempre la inquietud de saber qué pasaba con los convenios que se renovaban automáticamente 
en los meses de abril sin que nosotros tuviéramos injerencia en ello, pudimos asistir a ese convenio, que fue 
público. Los 49.000 jubilados que en ese momento estaban en el sistema obtenían de esta forma mejores 
condiciones para atenderse con una libre elección. Los que elegían el sistema privado de atención tenían un 
3% de descuento y los demás podían elegir ASSE. La cantidad de jubilados dependientes que entraron al 
Sistema era de 130.000. A partir de enero de este año ingresa una segunda franja, la de los que se jubilaron 
como no dependientes, con una suma de $ 4.090, dependiendo inclusive del ingreso familiar. Además, 
ingresan al Sistema quienes se jubilaron a partir de enero de este año, fueran dependientes o no dependientes, 
y que estuvieran amparados en el Sistema Nacional Integrado de Salud manteniendo el derecho a la afiliación 
cubriendo, además, a los hijos menores o personas con discapacidad a su cargo e, inclusive, al cónyuge o 
concubino. En suma, esas son las tres franjas de jubilados que en este momento están dentro del Sistema. En 
la tercera etapa, según el cronograma previsto por las autoridades, a partir del 2010 ingresarán los cónyuges, 
los profesionales no dependientes, las cajas de auxilio y los funcionarios municipales, según voluntad del 
Poder Ejecutivo. 


En suma, en base a todo esto, concluimos que en esa realidad no está previsto en el cronograma el ingreso al 
sistema de los 429.000 jubilados y pensionistas. Como resolución de nuestro XIII Congreso es prioridad 
absoluta de nuestra organización social la inclusión de estas personas en el plazo más breve posible. Tenemos 
predominio de patologías crónicas por nuestra franja etaria, que se incrementan a medida que aumenta 
nuestra edad. Por lo tanto, deben ser contempladas del modo más humanitario, solidario y justo, principios 
estos que rigen el sistema. 


SEÑORA MARTIRENA.- Formo parte del equipo de jubilados en el Directorio del Banco de Previsión 
Social. 


Además de lo que explicaba nuestro compañero Sixto Amaro con respecto a la vivienda para jubilados y 
pensionistas, nosotros comenzamos con las Regionales y tenemos que comunicar que las viviendas son 
exclusivamente para jubilados y pensionistas. El año pasado en Paysandú había dieciséis familias con el 
lanzamiento, a las que, por supuesto, no les correspondía estar allí. Cuando nosotros -el compañero Geza 
Stari, como representante de los jubilados, que hoy está en Paraguay, y yo como suplente- fuimos a cumplir 
con ese lanzamiento, estaba el Intendente y todos los Diputados y Ediles de la zona. ¿Cómo íbamos los 
jubilados a desalojarlos? 


Nosotros seguimos adelante, a pesar de que un lanzamiento de ese tipo le demora al BPS aproximadamente 
dos años, porque por ejemplo en Paysandú tenemos a cuarenta familias que esperan la vivienda desde hace 
diez años. Esto no lo podemos aceptar bajo ningún punto de vista. Nosotros sabemos que esas viviendas 
fueron adjudicadas con otros intereses ajenos a los jubilados y pensionistas, concretamente, con intereses 
políticos, y hay que desalojar. Tenemos familias que ingresan los días viernes de tarde, porque pasan las 
cuarenta y ocho horas y ya no se pueden desalojar. 


El tremendo problema social que tenemos hoy los jubilados no es solamente que esos US$ 430:000.000 son 
nuestros, sino que de ese dinero, según informó nuestro Presidente de la República a ONAJPU, aparecieron 
solamente US$ 112:000.000 en tres cuentas bancarias. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BLASINA.- No voy a caer en el lugar común de decir que nos es grato recibirlos en la 
Comisión. 


Voy a mencionar algo que es muy importante en las relaciones entre los ámbitos político y social. Me refiero 
al mutuo respeto que debe imperar en ellas, que se constata también a través de las forma y de los tonos de 
expresión que se utilizan. Yo quiero reconocer una vez más que el planteo escuchado fue hecho en un tono 
adecuado, tranquilo, de respeto y firme, de acuerdo con las resoluciones que ustedes mismos han tomado. 


Sin pretender abarcar un planteo tan vasto, que naturalmente ya conocíamos en términos generales, queremos 
hacer referencia a algunos asuntos que han planteado. 


En primer lugar, creo que sería importante realizar una consulta de carácter político jurídica -la Comisión la 
podría hacer- respecto a cuáles son los temas inherentes a incrementos del gasto, que para que tengan validez 
deben incluirse en la Rendición de Cuentas, y cuáles son otro tipo de gastos que no necesariamente tienen 
que ser incluidos en la Rendición de Cuentas. Por conocimiento empírico, en años anteriores, hubo algunos 
casos en los que, ante una situación similar, se han dispuesto beneficios determinados, uno de los cuales fue 
citado, precisamente, en el día de hoy, cuando el señor Sixto Amaro hacía referencia a un proyecto del año 
2004, sobre el cual - dicho sea de paso- no puede tener iniciativa el Parlamento, porque es privativa del Poder 
Ejecutivo. Concretamente, se planteaba una partida de fin de año, que significa un gasto. 


Para que todos -nos incluimos- tengamos absolutamente claro cuáles son los límites en cuanto a la 
posibilidad de gasto que exceda el plazo de la Rendición de Cuentas, la Comisión dispone de un asesor legal 
-aquí presente- que no va a dilucidar ese tema en el día de hoy, pero la Comisión podría quedar 
comprometida a estudiarlo más profundamente. Esto me parece bien importante, para no generar en nosotros 
mismos, en ustedes y en el conjunto de la sociedad confusiones a este respecto. 


No obstante ello, está claro que hay gastos que, por una cuestión filosófica, yo podría llamar "inversión 
social", pero a los efectos del manejo corriente, desde el punto de vista terminológico, son gastos. Voy a 
poner un solo ejemplo. Como ustedes mismos han dicho, por precepto constitucional debe haber 
necesariamente un nuevo ajuste, en forma independiente del planteo que ustedes hacen, al 1? de enero de 
2009. Ese ajuste, en función de lo que reza el artículo 67 de la Constitución de la República puede exceder la 
cifra que marque el Instituto Nacional de Estadística respecto al Índice Medio de Salarios en el correr del 
año, porque la Constitución establece que no puede ser inferior a la variación de dicho índice. En 
consecuencia, ahí tendríamos ya un problema, porque si se entendiese, por ejemplo, que no se puede hacer 
ninguna erogación complementaria, entonces estaríamos contraviniendo la Constitución, si es que el Poder 
Ejecutivo quisiera que el ajuste fuera superior, tal cual está previsto en la propia Constitución. 


De manera que yo creo que vale la pena hacer un estudio más profundo de esto. Naturalmente, ustedes 
también pueden tener la iniciativa de hacerlo, pero nosotros los tendremos al tanto de lo que podamos 
avanzar en ese sentido. 


En cuanto al segundo planteamiento, creo que asiste razón en ir elevando la jubilación mínima; absoluta 
razón. No olvidemos que hasta no hace mucho tiempo había jubilaciones de $ 700 u $ 800. Y con el planteo 
de un incremento del 25%, de $ 1.775, el valor actual de una Base de Prestación Contributiva, la jubilación 
mínima se iría a unos $ 2.300, lo cual significa el triple de las jubilaciones reales existentes antes de que 
durante la actual Administración se comenzara a aumentar la jubilación mínima. ¿Esto da para tirar manteca 
al techo? No, pero también debemos decir que este proceso de recuperación de los sectores más sumergidos 
naturalmente debe continuar. 


Decía el Secretario Amaro que son siete mil jubilados y además están los pensionistas. Nosotros incluimos a 
todos en esto. ¿Por qué razón? Porque, por ejemplo, los jubilados y pensionistas están incluidos en los ajustes 
diferenciales, pero cuando se habla de jubilación mínima se hace referencia estrictamente a la jubilación y no 


a la pensión mínima. Nosotros creemos -esto lo digo a título personal- que hay que comenzar a examinar la 
pensión mínima, porque -ya lo hemos dicho muchas veces- la pensión, sobre todo la de sobrevivencia, es una 
prolongación de la jubilación, no es un beneficio a partir de quien lo recibe o está generado como derecho 
directo por quien lo recibe; es una extensión de un derecho adquirido, en general, por el jubilado, ya que son 
los casos que se presentan en mayor proporción. Al ser una prolongación de la jubilación percibida por el 
causahabiente, se genera la siguiente situación: no puede generarse para la causahabiente -en general es una 
causahabiente, no siempre- una situación que se agregue a la pérdida familiar que tuvo, es decir, situación 
que es peor que la que tenía 


Sería muy interesante ver si un planteo de esta naturaleza se ha manejado en la OIT en algún momento. 
Ustedes recuerdan que el tema de los salarios medios -del cual se desprende aquella iniciativa en cuanto a 
aplicar el Índice Medio de Salarios sobre los nominales y no sobre los líquidos-, corresponde a una 
determinación de la OIT. Sería bien interesante indagar acerca de si hay alguna disposición en la OIT o sí 
existe alguna legislación comparada en ese sentido. 


Parto de la base de que -insisto en que vengo sosteniendo esta posición desde hace mucho tiempo- no hay 
una ubicación exacta de cómo están colocadas fundamentalmente las pensiones de sobrevivencia, ni cuál es 
la jerarquización que se les da. Objetivamente, si uno observa el escenario -salvo en el caso de los ajustes 
diferenciales y, obviamente, en el caso de los ajustes generales de jubilaciones y pensiones-, advierte que hay 
una separación entre la jubilación y la pensión que nos parece no se corresponde con la realidad. 


Hoy mencionaba el Secretario General que el objetivo principal de la ONAJPU es, en primera instancia, 
atender a las personas involucradas de menores ingresos. Es también el objetivo de este Gobierno. Los 
caminos pueden no ser iguales. La Organización social tiene todo el derecho a plantear sus propios caminos, 
y eso naturalmente lo respetamos, pero no caben dudas de que en lo que va de la actual Administración - 
faltan dos años- se ha constatado un avance materializado a favor de los sectores más desprotegidos de 
jubilados y pensionistas. Se podrá tener equis opinión sobre ese avance, pero que el avance es real parece una 
cuestión incontrastable. 


Sobre la partida de fin de año, debo decir que esto es una cuestión medio semántica. Se había discutido 
mucho sobre si debía ser un aguinaldo o una partida de fin de año, pero eso es una cuestión absolutamente 
menor, porque lo que se está reivindicando es, precisamente, que los jubilados y pensionistas reciban una 
ayuda cuando llegan las fiestas de fin de año para poner en la mesa algo que muchos no tienen al día de hoy. 
En ese sentido, el planteo es absolutamente justo. Nosotros estamos comprometidos -lo hemos hecho 
público- a bregar para que esto se concrete este año. Para transparentar el planteo, no vamos a hablar de 
cifras; las veremos a posteriori. 


La Ley N”* 16.903, que ya tiene unos cuantos años -no hay una posición definitiva sobre este tema y es bien 
interesante para estudiar-, surge -está en los antecedentes parlamentarios- a partir de la lucha de los sectores 
de ingresos fijos -trabajadores, jubilados- en períodos de alta inflación. Yo me tomé el trabajo -no por la 
entrevista de hoy, sino porque es una preocupación que ya tiene su tiempo- de examinar esos antecedentes de 
carácter legislativo cuando se aprobó esa ley. Efectivamente, una de las razones, creo que de las más 
importantes que se manejó en ese momento -no es necesario decirlo, porque todos sabemos que ocurrió-, era 
los períodos en los cuales la inflación se disparó totalmente. Felizmente, estamos en una situación distinta. Se 
mencionaba aquí por parte del Secretario General, y es absolutamente cierto, que una inflación reducida 
favorece a los sectores de ingresos fijos y que una inflación alta es un impuesto más, el más injusto que 
existe. Estamos en una situación de previsión de inflación para este año -inclusive, examinando los años 
anteriores- que seguramente no va a exceder el 10%, salvo que -eso nunca se puede asegurar totalmente- 
ocurra algún fenómeno que no tenga que ver con una cuestión interna del país. Hay una situación 
internacional compleja -eso lo conocen tanto como nosotros- y nadie puede decir que estamos total y 
absolutamente a salvo de alguna repercusión como país de ese proceso que comienza en Estados Unidos pero 
que no se sabe hasta dónde puede llegar. 


De manera que es cierto lo que se dice respecto a que a partir de determinado mes -de allí el planteo 
reiterado, tanto del señor Presidente como de quien habla- debía contemplarse un adelanto, es decir, algo que 
compensara la pérdida que se registraba desde años anteriores y en cierta altura del año, cuando la inflación 
ya había superado lo que se había recuperado el año anterior. Algo se obtuvo a través de los adelantos, 
aunque no todo lo que hubiéramos querido. 


Dando razón a que el planteo merece un estudio profundo, quiero hacer un breve comentario. 


Se puede medir la relación entre el Índice de Precios al Consumo y el Índice Medio de Salarios -estas son las 
dos variables que marcan si hay o no recuperación- en períodos de un año o en períodos más extensos; eso es 
a gusto y paladar de quien se ponga a hacer los cálculos. Si nosotros lo midiéramos estrictamente en el 
período de un año, desde el punto de vista analítico no estaríamos reflejando la realidad que se produce a 
partir de 2005. Si bien es cierto que si analizamos esto al término de un año se da el fenómeno que se 
describe aquí -este no es un tema a discutir-, hay un efecto de acumulación de los años anteriores que no 
desaparece. 


La recuperación que se logró en 2005 se acumula con la de 2006 y, a su vez, estas dos se acumulan con la de 
2007; de manera que no se trata solo de la recuperación de 2007. Me refiero a la acumulación de la 
recuperación en todo el período. También es cierto -este no es un dato menor- que el Índice Medio de 
Salarios solo en enero llegó al 6,84% mientras que el Índice de Precios al Consumo fue sensiblemente 
inferior a lo que había sido en enero y febrero del año pasado. Si no recuerdo mal, llegó a 1,71%, y el año 
pasado fue superior. 


Con esto quiero reflejar que por los factores de incidencia -como bien se señala-, es decir, por los Consejos 
de Salarios reinstalados en esta Administración y por el peso del movimiento sindical en cuanto a los ajustes - 
lo mismo podría decir de la Organización de Jubilados acerca de lo que se ha avanzado-, en esta 
Administración la recuperación del poder adquisitivo no es producto de una cuestión casual, ni es un rayo en 
una noche estrellada. Todo esto es producto de la acumulación de lo que se obtuvo en los Consejos de 
Salarios, más el aumento del Salario Mínimo Nacional y la incidencia del accionar de la Organización 
Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, presente hoy aquí. Este es un fenómeno que no tiene 
demasiados antecedentes, si nosotros observamos el proceso hacia atrás. En tres años consecutivos se 
recuperó el poder adquisitivo y por influjo de esos factores. Reitero: esto no fue producto de dejar librado 
todo a las leyes del mercado, ni a los avatares de alguna contingencia, sino de la voluntad política para 
modificar esta cuestión. La voluntad política se trasuntó a través de esos elementos que bien mencionaron. 


El tema de la Ley N* 16.903, más allá de estos señalamientos, es algo para examinar. 


En cuanto a la prima por edad, quiero hacer una pequeñísima corrección que no hace al planteo de fondo. En 
realidad, no son cinco ni tres años; son cuatro y dos años. Acerca de la prima por edad para sectores de 
menores ingresos -jubilados y jubiladas-, estrictamente el período es de cuatro y de dos, aunque se perciba en 
cinco o en tres veces. Un ejemplo bien claro es que el próximo primero de año los mayores de ochenta años 
ya terminan de percibir la totalidad de la prima por edad. 


Este señalamiento no significa que no estemos de acuerdo con la prima por edad, no significa que no 
hayamos impulsado desde antes el hecho de que esta abarque otras franjas de ingreso. De repente no a todos, 
de golpe, pero sí que abarque a otras franjas de ingreso, que vayan en un proceso -con el reconocimiento de 
determinado gradualismo- de percibir una prima por edad que fue quitada por la dictadura y que no fue 
restaurada hasta esta Administración. 


Acerca del tema del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, tal vez tengamos una pequeña diferencia en 
cuanto a los porcentajes. En la hipótesis de que se llevara el mínimo no imponible a diez BPC, ese porcentaje 
de 95% de jubilados y pensionistas que no pagaría nada creo que sería más alto, y voy a decir por qué. En la 
situación actual, casi el 90% de los jubilados y pensionistas no pagan nada, y un 2% o 3% de los jubilados 
pagan algo pero menos de lo que pagaban antes con el IRP. 


Podemos examinar la escala de jubilaciones y pensiones por franjas -algo que ustedes conocen bien- y poner 
un ejemplo, aunque aclaro que no lo estamos planteando como una propuesta. Creemos que hay que 
aumentar el mínimo no imponible, eso no se discute. Con una sola Base, en esta franja tenemos 25.000 
pasivos, es decir, casi todos jubilados, lo cual llevaría ese 90% a un 92% o 93%. Es solamente un ejemplo. Se 
trata de ajustar porcentajes. 


Quiero poner mucho énfasis en cuanto al tema planteado del 12%, en el sentido de cobrar ese 12% a los 
jubilados no residentes, pero no como Impuesto a la Renta de las Personas Físicas sino aparte. Sería un 
impuesto para los jubilados no residentes de un 12%. Estoy totalmente de acuerdo -lo he dicho inclusive 
públicamente; de manera que no tengo ningún reparo en mencionarlo aquí- y vamos a hacer todos los 


esfuerzos necesarios para que ese impuesto aplicado a los jubilados, casi todos residentes en Argentina, sea 
eliminado. No digo rebajado sino eliminado. No me refiero a que sea rebajado porque, tal vez, por 
inobservancia de su alcance en aquel momento -como se recordará, en la Cámara de Diputados hubo un largo 
período de estudio de la reforma tributaria- ese aspecto se nos pasó. Inclusive, cuando se habló de los 
residentes no tuvimos en cuenta ese aspecto, y creo que nadie lo consideró ya que el planteamiento surgió de 
un tiempo a esta parte. De cualquier manera, aunque sea así, el planteamiento es absolutamente justo y, 
"contrario sensu", es absolutamente injusto que se cobre un 12% a quienes inclusive, si no tienen algún 
apoderado, deben viajar para cobrar la jubilación en Uruguay porque siguen viviendo en Argentina y, muchas 
veces -como se ha dicho acá con razón- no por propia voluntad. 


La Ley N” 16.713 rebaja abruptamente la tasa de reemplazo. Se asoció mucho la ley con la de las AFAP. 
Como algunos de ustedes saben, conozco el tema desde el año que se votó la ley, e inclusive antes de que se 
votara. La ley contiene dos elementos troncales: la introducción del sistema mixto de capitalización 
individual y, al mismo tiempo, la rebaja abrupta del beneficio. Y se ha puesto más énfasis en el primer 
problema que en el segundo, sin embargo, los dos son problemas muy serios. La rebaja de la tasa de 
reemplazo entra en la categoría de la rebaja del beneficio, uno de los que se rebaja con esa ley, pero no es el 
único 


Voy a citar otro ejemplo claro, que tal vez sea lo primero que se defina en cuanto a modificaciones del 
sistema. Lo que se plantea es establecer como causal 30 años de trabajo efectivamente realizado y aportado al 
Banco de Previsión Social, de esta forma, se reducirían los 35 años que es lo que está vigente, aliviando el 
fenómeno que se describe, que es real. Hay gente que tiene los años de trabajo pero no llega a la edad 
establecida, y otra que tiene la edad pero no llega a los años de trabajo exigidos. Al respecto, es razonable -lo 
digo a título personal- estudiar en profundidad la posibilidad de una jubilación anticipada, con determinadas 
condicionantes, porque, por ejemplo, una persona que llegue a los 56 o 57 años de edad y está desocupada, 
por la realidad del mercado de trabajo será absolutamente imposible que reúna los años que le faltan, salvo 
excepciones. Puede suceder que tenga los 35 años de trabajo que exige la ley actual para jubilarse pero no lo 
puede hacer porque no tiene la edad. 


Además, está el caso de los trabajadores o trabajadoras que al momento de sancionar la ley eran mayores de 
40 años de edad y no tenían causal al 31 de diciembre de 1996, es decir que no tenían obligación de afiliarse 
a las AFAP. En muchos casos, estas personas fueron engañadas porque el Banco Central de la época que tenía 
sus propias tablas no las manejó públicamente, dejando que las AFAP operasen y en muchísimas 
oportunidades engañasen a la gente con tablas falsas de rentabilidad, lo que hizo que un sector de esa 
categoría, de esas edades se afiliara y, luego, según lo establecido en la ley, quedara sin poder salir del 
sistema. Entonces, lo primero que hay que hacer es liberar esa franja para que según lo que determine cada 
uno, de acuerdo con su propia voluntad, tenga la posibilidad de volver al BPS. 


Con respecto a la vivienda hay mucho para decir. Naturalmente sabemos desde qué fecha el proyecto está en 
el Senado. Sería interesante que la ONAJPU -aunque es su determinación; yo no me meto- tuviera contacto 
inmediato, tanto con la Comisión del Senado como con sectores políticos, etcétera, porque en efecto ese 
proyecto debe sancionarse rápidamente. 


Quiero hacer una pregunta sobre la base del planteamiento que formuló el Secretario General de ONAJPU. 
En cuanto a la Comisión de la que se habló -con la que estamos absolutamente de acuerdo-, mencionando 
inclusive que la integre también un miembro de ONAJPU, ¿solo tendría la potestad -esto es lo que entendí- 
de operar sobre los intrusos o tendría todas las potestades? 


Me acotan que tiene todas las potestades. Entonces, si existe esa posibilidad, habrá que hacer algunos ajustes 
en el movimiento de recursos humanos del BPS -habrá que analizarlo- para que la Administración en manos 
de esa institución resulte un arma eficaz, porque el asunto no se resuelve solo con la aprobación del proyecto 
de ley sino que se soluciona si el BPS dispone de los medios suficientes como para llevar adelante un tema 
extremadamente complejo, diría que hasta casi más complejo que otras tareas que asumió, por ejemplo lo que 
le corresponde en cuanto a la reforma tributaria o al Sistema Nacional Integrado de Salud. Una cosa se 
corresponde con la otra; se puede lograr aprobar la ley pero si no tenemos el instrumento adecuado o 
preparado para llevar adelante lo que corresponda nos podríamos quedar a medio camino. 


En cuanto al Sistema está claro que hay que pugnar porque otra franja de ingresos -no todos de una sola vez-, 
que siga a la que hoy está incluida, sean beneficiados inclusive antes de 2010. 


Me voy a referir a una cuestión que se ha dicho públicamente. Así como desde el principio se ha expresado 
que la reforma tributaria es una ley perfectible, sujeta a lo que surja de la práctica, de su aplicación -de hecho 
ahora va a ser modificada-, también lo es el Sistema Nacional Integrado de Salud. Entonces, hay que estudiar 
el asunto, sin desmerecer en absoluto lo que se ha señalado, pues valoramos mucho la posición favorable que 
tienen con respecto al sistema en sí. También es muy importante contemplar esa cantidad de jubilados y 
pensionistas que han quedado al margen, que no son pocos, porque precisamente se corresponde con una 
edad en la que se requiere con más asiduidad los servicios sanitarios. 


Quiero señalar que hay un aspecto muy importante en el que se avanzó, que tiene que ver con los topes 
establecidos en el Acto N* 9. A partir del 1” de julio tenemos más de 10.000 beneficiarios -si no me equivoco- 
y, a partir del próximo 1” de julio, lo van a percibir entre 1.300 y 1.500 más, lo que significa una 
reliquidación de su jubilación. 


SEÑOR MAÑANA.- Señor Presidente: saludo formalmente a los integrantes de ONAJPU entre 
quienes tengo amigos en mi departamento de Río Negro. Hemos tenido muchas cosas en común y 
algunas diferencias y hemos sabido mantener con ellos el mismo tratamiento respetuoso que ustedes 
nos han brindado. 


Las manifestaciones del señor Diputado Blasina han sido extensas pero no por ello menos importantes y me 
quiero detener en dos o tres puntos. Por supuesto, en el de la vivienda, porque es un momento de la vida en 
que, generalmente, uno no tiene las mismas posibilidades que cuando es joven. La tranquilidad de tener una 
vivienda debe ser sensible a todos nosotros y esta preocupación nos ha llegado como legisladores del 
departamento. Como integrantes de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente hemos mantenido 
diferentes reuniones con el ex Ministro en las que le planteamos la preocupación y creo que el Ministerio ha 
estado ausente en el control que debe ejercer sobre el tema. No hay control sobre quien ocupa las viviendas ni 
sobre los intrusos e, inclusive, en la ciudad de Young hemos tenido información en el sentido de que hay 
viviendas vacías y no se sabe por qué. Esto significa que la gente viene a nosotros planteándonos temas como 
estos sin que tengamos respuesta. Volveremos a insistir apenas podamos tener contacto con el Ministro, sin 
perjuicio de que cuando llegue del Senado el proyecto de ley aprobado, haremos lo posible para estudiarlo 
rápidamente y aprobarlo en la Comisión. 


Con respecto a las personas que no tienen posibilidad de jubilarse pero que están cerca de obtener la causal 
jubilatoria, hoy estaba revisando los temas pendientes de esta Comisión y veía un proyecto que habíamos 
presentado dirigido concretamente a los "cincuentones” en el que proponíamos financiar un subsidio que les 
permitiría tener causal jubilatoria. La iniciativa apunta a un sector determinado de la población, pero 
podemos seguir trabajando y ampliar el espectro de la problemática en general. Es un momento de la vida en 
que uno no tiene capacidad de maniobra, como dijo el señor Diputado Blasina. Es muy difícil lograr 
insertarse nuevamente en el campo laboral, inclusive, con los ingresos que se tenían, y me parece que hay 
que buscar una solución al tema porque les faltan pocos años de edad o de trabajo y no debería ser un 
impedimento para lograr, si no el ciento por ciento de la jubilación, por lo menos una cantidad digna. 


Con respecto a los aumentos semestrales, hace poco me planteaba un amigo de mi departamento que cuando 
a fin de año le llegaba el aumento el Banco Hipotecario ya había aumentado seis meses antes, lo que le iba a 
impedir vivir con lo que estaba viviendo hasta ese momento. Es una realidad; no sé qué es primero, si el 
huevo o la gallina, pero es cierto que hay una descompensación y en la medida en que los ajustes se hagan 
una vez por año, hay una cantidad de costos que es muy difícil amortizar durante el período en que no se 
recibe el ajuste correspondiente. 


Con respecto al descuento que se realiza a los jubilados no residentes, creo que es posible que eso se pueda 
modificar. No sé en qué medida afectaría la recaudación, pero me parece que todos los jubilados de este país, 
estén donde estén, merecen un tratamiento igualitario. Por lo tanto, una vez que se plantee el tema, se podrá 
revertir esa situación. 


En lo que se refiere al IRPF, ustedes conocen la posición del Partido Nacional. Nosotros vamos más allá; no 
reclamamos un aumento del mínimo imponible sino la eliminación. Así que vuelvo a resaltar el agrado por 
haberlos recibido y quiero reiterar las disculpas del compañero Pablo Abdala por no encontrarse entre 
nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evidentemente, el compañero Blasina domina mucho el tema y ha aportado 
por todos. Quería comentarles que casi todo lo que ustedes expresan aquí me refresca una vergilenza 
nacional objetiva y es que tengamos compatriotas viviendo con esas jubilaciones y esas pensiones. No 
es de ahora, ya la teníamos antes, y por algo hemos sido luchadores sociales. 


Ha habido mejoras importantes, pero indudablemente, subsiste la situación de penuria. Hay un poco menos, 
pero subsiste en una franja muy importante de la sociedad y hay que atenderla. Dentro de las limitaciones que 
como Comisión y como Parlamento nos impone la Constitución, está la presentación de iniciativas de 
carácter económico. Los problemas planteados están en esa área, y por lo tanto, no podemos tener iniciativa, 
pero sí podemos hacer gestiones. Esta Comisión no va a descansar porque sabemos que lo que no se concrete 
este año no se va a concretar en este Período. Vamos a hacer todos los esfuerzos posibles. 


Con respecto al proyecto de ley a estudio del Senado que se refiere a la vivienda, podemos "picanear" para 
que se active su tratamiento. 


SEÑOR VILAR.- Nosotros ya pedimos una entrevista a la nueva integración de la Comisión de 
Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado y es posible que se formalice en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, la Comisión va a analizar la posibilidad de hacer un 
planteo formal en el sentido de que se concrete el tratamiento del tema en el Senado. Me comprometo a 
considerarlo en el próximo orden del día. 


SEÑORA MARTIRENA.- Con respecto a lo que planteaba el señor Diputado por Río Negro, aunque 
ustedes no lo crean, las viviendas están vacías en algunos departamentos y localidades porque cuando 
el habitante fallece el Banco de Previsión Social no puede retirar absolutamente nada de lo que hay en 
ella y pasa mucho tiempo hasta que llega la orden judicial. Puede tratarse de una heladera, una cama o 
un sillón, pero no los podemos tocar. En las reuniones en el Ministerio con nuestros compañeros Geza 
Stari y Ariel Ferrari se busca modificar el artículo de la ley porque no podemos esperar -es un lujo 
esperar quizás un año y medio o dos- para retirar los bienes de los compañeros o compañeras que 
fallecen en esas viviendas. 


SEÑOR MUÑOZ.- Quiero aclarar que nosotros siempre vamos a mantener el respeto para tratar estos 
problemas. Creo que la mejor forma de entendernos es la que se ha dado el día de hoy. 


Quiero agregar a lo que se dijo sobre la tasa de reemplazo. Como jubilados nos preocupamos por ese tema, 
pero pienso que para los activos debe ser un problema mayor. Si la tasa de reemplazo se modifica, los 
jubilados no vamos a quedar mejor ni peor, vamos a quedar igual. En cambio, las generaciones que hoy 
ganan $ 10.000 y se van a jubilar con $ 5.000, que a veces consiguen mejoras u horas extra y alcanzan un 
salario relativamente bueno, no saben si llegado el momento de jubilarse van a encontrarse con un escalón o 
con un pozo. Hemos hablado con cantidad de compañeros en actividad para hacerles ver cómo tienen que 
preocuparse por la tasa de reemplazo, que supongo que ustedes deben saber lo injusta que resulta al comenzar 
con un 50%. También nos preocupa qué va a pasar si se establece la flexibilización: ¿vamos a arrancar del 
50% o lo vamos a traer a un 48% o un 47%? Esa es otra cosa que nos preocupa. ¿Vamos a dejar a los que 
tienen 57 o 58 años con el 50%? ¿Y el que se jubiló con 35 años de aportes y 65 años de edad va a quedar 
igual? Creo que esos son temas que se deberán estudiar. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quiero hacer unas precisiones finales porque no me gustaría que quedara 
flotando la idea de que venimos reclamando una cantidad de cosas, nos llevamos unas respuestas y 
nada más. 


Somos conscientes de la relación que se ha establecido entre la ONAJPU y el Gobierno -un paso dado que 
nos parece importante-, de que existe un ámbito de negociación con el Poder Ejecutivo y de que hay un 
proyecto para mejorar la situación de las personas que están en la peor condición social. Hubo un arranque en 
esta Administración para atacar el problema de la niñez y de la exclusión, que apoyamos calurosamente. El 
problema es que vemos que se acerca el final de esta Administración. Admitimos que ha habido un 
cuentagotas de un 2% o un 3% que hemos negociado en este ámbito, que es bienvenido y que demuestra una 


política: que hay una concepción de ayudar a los que están más abajo. Sin embargo, falta el empujón final, el 
del sector de gente que gana menos de $ 1.000 -porque el que generó una jubilación de $ 2.000 deja una 
pensión de menos de $ 1.000- hasta los que ganan poco más de $ 5.000, que están en una franja que 
denomino pobreza institucional de los jubilados. Ellos no acceden a los beneficios del PANES ni de los 
demás desposeídos del país, que cuentan con políticas para sacarlos de la situación porque están dentro del 
sistema, cobran beneficios y tienen una serie de derechos. Parecería que su problema está resuelto, pero 
cuando hacemos números no es así. Cuando negociamos un aumento extra con el Gobierno y éste lo concede, 
se trata de un 2% o un 3% más, pero eso significa dos litros de leche y no el empujón final que pretendemos. 
Existe un sector de jubilados a los que hay que deben subir un escalón. Ese es un proyecto nacional, es un 
drama global, estamos hablando de dinero, en eso no hay discusión. 


La dirección de la ONAJPU está decidida a no salir con eslóganes ni reclamar con frases sueltas. Formamos 
una Comisión de estudio de la situación social. Y podríamos pedir muchas más cosas. En nuestras asambleas 
generales la gente pide mucho más que todo esto que está escrito. Obviamente, tratamos de aterrizar sobre los 
problemas dolorosos: los que ganan menos de $ 5.000, los que están en los mínimos o los que se van a 
quedar ahora sin mutualista porque se jubilaron el 31 de diciembre y no el lo. de enero. Ese es un tema muy 
grave que dejo colgado para que lo discutan otro día. Hay gente que llega al mostrador y le dicen: "No, usted 
debió haberse jubilado al día siguiente”. Ellos responden: "A mí me dijeron que era hasta fin de año". "No, se 
equivocó de día". Estamos hablando de algunos miles que van a quedar fuera del Sistema Nacional Integrado 
de Salud por 24 horas de diferencia. Esas franjas están generando un problema social. 


Con respecto a la partida de fin de año, voy a agregar un argumento que no está en el documento. Para tratar 
este problema, el Estado tiene una dualidad de criterio con la gente a la que atiende con sus jubilaciones. El 
Estado no da ninguna partida extra a los jubilados del BPS, pero a los jubilados militares les otorga un 
aguinaldo entero. Es una dualidad de criterios para tratar a iguales, porque todos somos jubilados. No 
queremos que a ellos les retiren ese beneficio -¡faltaba más!- sino cobrarlo. Aspiramos a que aumenten los 
beneficios. 


Nos parece importante destacar que antes de este sistema del aumento anual y del semestral cuando se 
superaba el 10%, el sistema hablaba de aumentos cuatrimestrales y una cantidad de cosas, que después se 
discutió que eran altamente inflacionarias. Un aumento permanente ayuda a que se genere la mentalidad de la 
inflación y nosotros ni remotamente estamos por el planteo de que haya inflación. Preferimos que no se 
produzca porque esa es una defensa natural del poder adquisitivo de la jubilación. Lo que ocurre es que 
nosotros creemos que un aumento semestral de la jubilación no resulta inflacionario. El período de un 
semestre en el año no genera expectativa inflacionaria como el aumento permanente. A pesar de que es cierto 
lo que decía el señor Diputado Blasina en cuanto a que si uno mira a lo largo de los años los números 
demuestran una recuperación que se puede contabilizar, la angustia de quien pierde un poder adquisitivo, que 
recupera inmediatamente al final de semestre y lo vuelve a perder a mitad del año, genera la conflictividad 
social que determina que estemos permanentemente haciendo movilizaciones para pedir adelantos. Entonces, 
¿por qué todos los años el Gobierno tiene que atender una movilización entre agosto y setiembre por un 
adelanto que finalmente va a conceder? Si lo concede, es porque es razonable. O sea que se podría establecer 
de una forma natural que no genere conflictos, limitada al proceso inflacionario y nada más. Ni siquiera 
pedimos que se ajuste por la inflación sino por el Índice Medio de Salarios del período, que puede ser muy 
positivo a lo largo del año pero en un semestre puede no serlo. Lo que queremos es la recuperación del valor 
adquisitivo en el semestre. 


Quería referirme a este tema para que quedara más claro. 


SEÑOR MUÑOZ.- Esto que hemos hablado aquí va a llegar a todos los jubilados y pensionistas, es 
decir que más de 600.000 personas que se enterarán de lo que estamos tratando. Ahora tenemos medios 
de comunicación más modernos. Sabemos que las noticias llegan en un momento. Ya se fue la época en 
que había que enviar una carta por el tren o por el correo; en pocas horas los jubilados y pensionistas 
se van a enterar de todo lo tratado aquí. Y seguiremos preparando la marcha que se va a efectuar el 9 
de abril por 18 de julio, de lo que supongo que todos los señores Diputados están enterados porque 
algunos estuvieron en el encuentro pasado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Saludamos a la delegación, les agradecemos su exposición y esperamos seguir 
manteniendo este diálogo constante. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


